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DERECHOS AL DEBIDO PROCESO Y A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / SOLICITUD DE ACUMULACIÓN JURÍDICA DE PENAS. “[L]a Sala considera que para que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resuelva la solicitud de acumulación jurídica de penas al señor Edgar Niño López, su homólogo el juzgado 9º de Bogotá debe remitir el proceso donde fue condenado el accionante por el Juzgado 14 Penal Municipal con función de conocimiento de Bogotá y que se encuentra en ese despacho desde el 08/09/2016. Ahora bien, como el Juzgado 9º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad no ha dado respuesta al pedimento del 26 de diciembre de 2016, que dirigió el J4EPMS de Pereira(folio 8), ni se pronunció frente a los hechos y pretensiones expuestos en el introductorio de la demanda, esta Sala considera que con dicha omisión se vulneran los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia al señor Edgar Niño López, (…)Así las cosas, la Sala amparará el derecho fundamental al debido proceso del señor Edgar Niño López invocado por su apoderada judicial y como consecuencia de esa declaración, se ordenará al Juzgado 9º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, envíe por competencia, el expediente radicado al No.110016000023201513516 donde fue condenado el señor Niño López por el Juzgado 14 Penal Municipal de Conocimiento de Bogotá a su homólogo, el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.”.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veinte (20) de febrero de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0151
Hora: 3:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la abogada Paula Andrea Hernández Otálvaro, defensora del señor Edgar Niño López en contra del Juzgado 9º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

La abogada Paula Andrea Hernández Otálvaro, defensora del señor Edgar Niño López, informó que su prohijado tiene tres condenas por el delito de hurto calificado proferidas por tres juzgados penales municipales de Bogotá.

Indicó que el señor Niño López fue detenido en Pereira con el fin de purgar la pena de 26 meses impuesta por el Juzgado 32 Penal Municipal de Bogotá, correspondiéndole la vigilancia de la misma al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, despacho al que presentó el pasado mes de noviembre una solicitud de acumulación jurídica de penas a favor de su representado, pero la misma no se ha resuelto en atención a que el Juzgado 9º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá no ha enviado uno de los expedientes correspondientes a las condenas aludidas, pese a que desde el  mes de diciembre de 2016 se elevó una solicitud en tal sentido.

Por lo anterior, la apoderada del accionante consideró vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso y petición de su mandante y por lo tanto, solicitó que se ordene al Juez 9º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá o a quien corresponda, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, envíen el expediente de su representado al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira para que éste se pueda pronunciar frente a la acumulación de penas antes aludida.  (Fls. 1-3)
2.2. Adjuntó copia del trámite surtido en el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad frente a la solicitud de remisión del expediente y del poder para actuar (Fls. 4-9).

2.3. Mediante auto del 8 de febrero de 2017 se avocó el conocimiento de la presente acción  y corrió traslado de la misma a Juzgado 9º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá y se ordenó vincular al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Fls. 12 y 13).
2.4. Ninguno de los despachos demandado y vinculado se pronunciaron frente a la demanda de tutela, pese a haber sido notificados de la misma, según se desprende de los correos electrónicos  enviados a esos despachos, visibles a folios 17 y 18.

3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

3.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

3.2. Teniendo en cuenta que la pretensión de la demanda de tutela está encaminada a que el Juzgado 9º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, resuelva una solicitud de índole administrativa, esta Sala considera que es competente para conocer a prevención de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º numeral del Decreto 1382 de 2000 que establece “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…” y que en este caso, no se ataca una decisión judicial.  Al respecto la Corte Constitucional ha indicado: 

“En efecto, la Sala debe reiterar
 que de conformidad con el artículo 86 de la Carta Política todos los jueces son competentes para conocer de acciones de tutela, la cual es a prevención conforme lo dispone el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, preceptos éstos que difieren de lo consagrado por el Decreto Reglamentario 1382 de 2000 que establece reglas de simple reparto y no de competencia.

En esa misma decisión la Corte entendió que una vez el juez avoca el conocimiento de una acción interpuesta radicándose de esa manera la competencia (a prevención) “conforme al principio perpetuatio jurisdictionis (tal competencia) no puede ser alterada, dado que si ello ocurriera se afectarían gravemente la finalidad de la acción de tutela, cual es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.

En este orden de ideas, el juez individual o colegiado de instancia en quien se radicó la competencia para decidir la acción de tutela no puede, so pretexto de observar una regla de reparto
, suspender el trámite constitucional y omitir el pronunciamiento respectivo. En este contexto tiene aplicación la prohibición contenida en el artículo 86 Superior al establecer que “En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución.”

3.3. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
3.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si los despachos demandados vulneraron los derechos fundamentales invocados por la abogada Paula Andrea Hernández Otálvaro, a favor del señor Edgar Niño López, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

3.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

3.5. De acuerdo al derecho fundamental al debido proceso, invocado por la defensora del señor Niño López, la Corte Constitucional ha reiterado en sus providencias lo siguiente
:
“El debido proceso es un derecho fundamental[7], aplicable a actuaciones judiciales y administrativas, que se ha definido como “una serie de garantías que tienen por fin sujetar las actuaciones de las autoridades judiciales y administrativas a reglas específicas de orden sustantivo y procedimental, con el fin de proteger los derechos e intereses de las personas en ellas involucrados”[8]. En este sentido, la Corte Constitucional ha señalado:
 
“El respeto al derecho fundamental al debido proceso, le impone a quien asume la dirección de la actuación judicial o administrativa, la obligación de observar, en todos sus actos, el procedimiento previamente establecido en la ley o en los reglamentos, “con el fin de preservar las garantías -derechos y obligaciones- de quienes se encuentran incursos en una relación jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, modificación o extinción de un derecho o a la imposición de una sanción"[9]
 
Este derecho tiene por finalidad fundamental: “la defensa y preservación del valor material de la justicia, a través del logro de los fines esenciales del Estado, como la preservación de la convivencia social y la protección de todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades públicas (preámbulo y artículos 1° y 2° de la C.P)”[10].
 
Por lo anterior, la importancia del debido proceso está ligada a la búsqueda del orden justo, por lo cual deben respetarse los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo[11]. En este sentido, esta Corporación ha señalado:
 
“El debido proceso compendia la garantía de que todos los demás derechos reconocidos en la Carta serán rigurosamente respetados por el juez al resolver asuntos sometidos a su competencia, como única forma de asegurar la materialización de la justicia, meta última y razón de ser del ordenamiento positivo”[12].
 
Las garantías que integran el debido proceso, y entre ellas el derecho de defensa, son de estricto cumplimiento en todo tipo de actuaciones, ya sean judiciales o administrativas, pues constituyen un presupuesto para la realización de la justicia como valor superior del ordenamiento jurídico. Ello es así por cuanto la concepción del proceso como un mecanismo para la realización de la justicia, impide que algún ámbito del ordenamiento jurídico se sustraiga a su efecto vinculante pues la conciencia jurídica de hoy le repugna la sola idea de alcanzar la justicia pervirtiendo el camino que conduce a ella[13].”
3.6.  DEL CASO EN CONCRETO

3.6.1. De conformidad con las pruebas arrimadas a la demanda de tutela, la Sala observa las siguientes: i) oficio No.1815 del 28 de noviembre de 2016 emitido por el Asistente Jurídico del J4EPMS de Pereira solicitando a la Jueza 14 Penal Municipal de Conocimiento de Bogotá que le informara a qué despacho había enviado el expediente correspondiente a la condena impuesta al señor Niño López por el delito de hurto agravado tentado (folio 4); ii) oficio No.18493 del 5 de diciembre de 2016 mediante el cual el Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Bogotá le informa la J4EPMS de Pereira que el proceso radicado al No. 11001 60000 23 2015 13516 seguido en contra del señor Niño López se había enviado por competencia al Juzgado 9º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá (folio 5), según información obtenida en la página web de la Rama Judicial de la cual adjunta una copia (folio 6);  iii) auto del 26 de diciembre de 2016 mediante el cual el J4EPMS de Pereira dispuso solicitar al J9EPMS de Bogotá la remisión del citado proceso (folio 7), solicitud que en tal sentido hizo el Asistente Jurídico del J4EPMS de Pereira mediante el oficio No.1934 del 26 de diciembre de 2016  (folio 8).

3.6.2.  De conformidad con lo anterior, la Sala considera que para que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resuelva la solicitud de acumulación jurídica de penas al señor Edgar Niño López, su homólogo el juzgado 9º de Bogotá debe remitir  el proceso donde fue condenado el accionante por el Juzgado 14 Penal Municipal con función de conocimiento de Bogotá y que se encuentra en ese despacho desde el 08/09/2016.

3.6.3.  Ahora bien, como el Juzgado 9º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad no ha dado respuesta al pedimento del 26 de diciembre de 2016, que dirigió el J4EPMS de Pereira(folio 8), ni se pronunció frente a los hechos y pretensiones expuestos en el introductorio de la demanda, esta Sala considera que con dicha omisión se vulneran los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia al señor Edgar Niño López, pues como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el debido proceso comprende “el conjunto de garantías que buscan asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de justicia y la debida fundamentación de las resoluciones judiciales”
, por lo que las autoridades no pueden actuar a su arbitrio sino bajo reglas de trámite previamente definidas con el fin de no entorpecer el cumplimiento de los fines del Estado y por ende, satisfacer las necesidades de las personas que lo integran.
3.6.4. Así las cosas, la Sala amparará el derecho fundamental al debido proceso del señor Edgar Niño López invocado por su apoderada judicial y como consecuencia de esa declaración, se ordenará al Juzgado 9º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, envíe por competencia, el expediente radicado al No.110016000023201513516 donde fue condenado el señor Niño López por el Juzgado 14 Penal Municipal de Conocimiento de Bogotá a su homólogo, el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso y administración de justicia al señor Edgar Niño López. 
SEGUNDO: ORDENAR al Juzgado 9º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, envíe por competencia, el expediente radicado al No.110016000023201513516 donde fue condenado el señor Niño López por el Juzgado 14 Penal Municipal de Conocimiento de Bogotá a su homólogo, el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

TERCERO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Cfr. Auto 015A de 2005 M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� En el Auto 009A de 2004 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, la Sala Plena de la Corte Constitucional precisó que “(…) el Decreto 1382 de 2000 no es la norma legal que establece cuál es el despacho competente para conocer un proceso de acción de tutela. El momento procesal en que las normas del Decreto 1382 de 2000 son aplicables es cuando se va efectuar el trámite administrativo de reparto de procesos de acción de tutela entre los diferentes jueces competentes.”


� Cfr Corte Constitucional. Auto 009A de 2004 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Cfr. Artículos 15 y 29 del Decreto 2591 de 1991.


� Sentencia T-267 de 2015


� Corte Constitucional, Sentencia T-458 de 1994. Ver también las Sentencias T-581 de 2004, T-455 de 2005 y T-178 de 2010
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